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El Estado Colombiano ha suscrito y ratificado varios tratados internacionales los 
cuales ingresan al ordenamiento nacional inicialmente con el artículo 93 de la 
Constitución Política Colombiana, donde se informa del bloque de constitucionalidad y 
como entran estos a ser parte de la legislación Colombiana posteriormente surgen una 
serie de leyes o normas nacionales que protocolizan el ingreso a la legislación 
Colombiana como es el caso de la ley 16 de 1972 por medio de la cual se aprueba la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos también denominada como el  (Pacto 
de San José de Costa Rica),  firmado el 22 de noviembre de 1969. 
Estos tratados y convenios firmados por el Estado Colombiano son de obligatorio 
cumplimiento, motivo por el cual las autoridades, instituciones y la normatividad interna 
del país deben estar enfocadas primero a hacer cumplir estas normas y como segunda 
medida  a la creación de normas que faciliten su cumplimiento, para lo cual se trae como 
ejemplo la ley 288 de 1996 articulo numero 2° parágrafo 4 donde se establece: no existe 
la caducidad de la acciones, así está ya hallan caducado según los términos establecidos 
en la legislación nacional, pero siempre y cuando se cumplan otra serie de requisitos 
establecidos en este numeral; es decir que el Estado Colombiano hubiera sido declarado 
como responsable de un daño y en consecuencia nazca el derecho de reparar a sus 
víctimas, como efectivamente sucedió en los hechos acaecidos en el Palacio de Justicia 
los días 6 y 7 de noviembre de 1985 donde existió una serie de violaciones a los derechos 
humanos, los cuales fueron expuestos mediante la sentencia caso vera y otros 
(desaparecidos del Palacio de Justicia ) VS. Colombia de fecha 14 de noviembre del 2014 
  
donde se condena al Estado Colombiano como responsable de estos hechos. En esta sentencia 
también se ordenó reparar integralmente a las víctimas, sopesar de la caducidad que pesa sobre  
la acción de la reparación directa o actualmente denominada medio de control de la reparación 
directa establecida en el nuevo de Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (CPACA), mediante el cual se transcribe un término de caducidad de  dos años 
para impetrar esta acción. En otras palabras se plasma una serie de normas que facilitan el 
cumplimiento de la legislación internacional por encima de la legislación nacional siempre y 
cuando se hubiera incumplido con los tratados y convenios ratificados por el Estado 
Colombiano.  
 
Palabras Claves: Reparación integral, prescripción, caducidad, derechos humanos, 
Imprescriptibilidad, derecho interno, derecho internacional. 
Abstract 
The Colombian Government has signed and ratified many international treaties in which have 
initially entered the Colombian Constitution on article 93, where the constitutionality block is 
reported to become part of the Colombian law, a series of Laws or national norms to register the 
entry into Colombian legislation as is the case of the Law 16 of 1972, by means of which the 
American Convention on Human Rights, also denominated as the (Pact of San José de Costa 
Rica), signed on the 22nd of November of 1969. 
These treaties and agreements signed by the Colombian Government are mandatory, This is why 
the authorities, institutions and internal regulations of the country should be focused first on 
enforcing these norms and as a second measure for the creation of standards to facilitate 
compliance, For example the law 288 of 1996 in its article number 2, paragraph 4, where it is 
established: there is no expiration of the shares, so it is already expired according to the terms 
  
established in the national legislation, but as long as Comply with another set of requirements 
established in this numeral; We can say that the Colombian Government had been declared 
responsible for an injury and consequently the right to reparation to its victims was born, as 
indeed happened in the events that took place in the Court of Justice on 6 and 7 November 1985 
where there was a Series of violations on human rights, which were exposed by the vera case 
vera and others (disappeared from the Palace of Justice) VS. Colombia dated November 14, 2014 
where the Colombian State is condemned as responsible for these events. This judgment also 
ordered the victims to be fully compensated, to weigh the lapse of the direct reparation action or 
currently called the means of control of the direct reparation established in the new Code of 
Administrative Procedure and Administrative Litigation (C.P.A.C.A), by means of which 
transcribes a term of expiration of two years to impetrate this action. In other words, a series of 
rules are established to facilitate compliance with international legislation over national 
legislation, provided that it has not been complied with the treaties and agreements ratified by the 
Colombian Government.    






El presente trabajo de investigación titulado “Responsabilidad del Estado Colombiano en el 
sistema interamericano de derechos humanos caso: palacio de justicia.”, pretende de manera 
jurídico argumentativa e investigativa determinar los alcances que convergen en lo sucedido en 
la toma al Palacio de Justicia al ser catalogado como un delito de lesa humanidad y en el cual no 
concurre la prescripción de las acciones judiciales. 
Para abordar este tema se toma una pequeña reseña histórica de los hechos sucedidos el día 6 
y 7 de Noviembre en las instalaciones del palacio de justicia donde integrantes del grupo armado 
denominado M19- se toman el palacio de justicia, en el transcurso de un proceso de paz, lo cual 
término con la retoma del palacio del justicia; orden impartida por el entonces presidente de la 
época el doctor Belisario Betancur. Al hacer un recuento de los hechos se pretende dejar en 
evidencia una serie de sucesos donde se violaron derechos humanos por parte del Estado 
Colombiano y como todo esto con lleva a una evidente responsabilidad del Estado; a la luz del 
Sistema Interamericano de derechos humanos. En este orden de ideas la Corte Interamericana  de 
Derechos humanos se pronuncia al respecto en  sentencia de fecha 14 de Noviembre de 2014  
enfatizando en las desapariciones forzadas, las torturas , la ejecución extrajudicial, la negligencia 
para investigar, la falta de prevención  y protección por parte del Estado Colombiano; razón por 
la cual dicho organismo condena al Estado Colombiano a reparar integralmente a las víctimas 
directas e indirectas motivo por el cual esta entidad ordena al Estado Colombiano su difusión por  
medios masivos de comunicación; se realice las respectivas investigaciones necesarias para 
establecer los verdaderos hechos; documental sobre el Palacio de Justicia  y por último se pide se 
paguen las respectivas indemnizaciones la cual al parecer será por la suma de 7.4 millones de 
dólares de las cuales serán descontadas las que se hubieran pagado por orden del Consejo de 
Estado en sus procesos internos constituyéndose en la más alta que el Estado Colombiano 
hubiera pagado . 
En así como se espera llegar a esa reparación integral en cuanto a las víctimas y su familiares 
de este hecho ocurrido entre el 6 y 7 de Noviembre de  1985 cuando un comando de guerrilleros 
pertenecientes al M-19 se toman el Palacio de Justicia con la pretensión de hacerle un juicio 
político al  presidente Belisario Betancur. 
  
El Estado Colombiano en mencionada sentencia fue condenado a cumplir con las decisiones 
de la Corte Interamericana de Derechos humanos las cuales son de obligatorio cumplimento de 
acuerdo al artículo 93 de la Constitución Política Colombiana donde informa “Los tratados y 
convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y 
que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el ordenamiento interno”, 
en otras palabras el  Estado  a raíz de una serie de protocolos tratados lo ha incorporado al 
derecho Colombiano por el concepto de bloque de constitucionalidad brindándole el mismo 
rango de la constitución la cual se dice es normas de normas y por encima de ella no existe 
alguna con mayor jerarquía; pero dichos tratados deben cumplir con cierta característica ser 
firmados y ratificados por Colombia; como bien menciona el doctor Pinzón: 
“Ahora, dentro de esa nueva perspectiva jurídica aparece como verdadera innovación el 
reconocimiento constitucional de normas y principios supracionales, los que a través de la 
figura del bloque de constitucionalidad (Art. 93de la C.P.), para el caso de los Derechos 
Humanos- DDHH, operan de manera vinculante dentro de nuestro contexto; así como para el 
evento de la reglas de Derecho internacional Humanitario – DIH-(Numeral 2° del art. 214 
Superior), cobrando obligatoriedad en cualquier evento también”( Pinzón, 2014, p.263).  
El Estado Colombiano firmo y ratifico la Convención Americana de Derechos humanos 
mediante la ley 16 de 1972, por medio de esta convención el Estado aceptó la jurisdicción de la 
CIDH para eventos sucedidos a partir del 21 de junio de 1985. 
Ahora bien en cuanto a la violación de derechos humanos por parte  del Estado Colombiano 
en mencionada providencia denota la responsabilidad del Estado y como a la luz del derecho 
internacional existió la falta de prevención, investigación y protección en los  hechos sucedidos 
en el Palacio de Justicia, razón por la cual es obligado a reparar el daño causado a la víctimas 
directas y a sus familiares, pero a la luz del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo propone como mecanismo para reparar el medio de la reparación 
directa artículo 140 “En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la persona 
interesada podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico producido por la 
acción u omisión de los agentes del Estado. De conformidad con el inciso anterior, el Estado 
responderá, entre otras, cuando la causa del daño sea un hecho, omisión, una operación 
  
administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos 
o por cualquier otra causa imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado 
siguiendo una expresa introducción de la misma”,  si bien es cierto en este artículo el Estado 
Colombiano responderá por los daños ocasionados en el artículo 164 literal i menciona “Cuando 
se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) 
años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del 
daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su 
ocurrencia. 
Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa derivada del delito 
de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que aparezca la víctima o en su defecto 
desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de que la 
demanda con tal pretensión pueda intentarse desde el momento en que ocurrieron los hechos que 
dieron lugar a la desaparición”. Mencionado artículo informa el término para interponer el 
mecanismo es de dos años, para que no opere la figura de la caducidad; razón por la cual las 
víctimas de estos delitos no podrán acceder una reparación por los daños sufridos, a la luz de la 
justicia administrativa. 
Esta investigación de estudio de caso toma acertadamente unos hechos técnicamente distintos 
en la cual existen distintas posturas de interés que informaciones observacionales y, como efecto, 
se basa en diferentes datos probatorios, con datos que obligatoriamente nacen en un estilo de 
triangulación; Una averiguación empírica que analiza un situación contemporánea dentro de 
situaciones de la vida, principalmente cuando los términos entre el suceso y su contexto no son 
claramente evidentes y, también como resultado, se sustenta en el desarrollo previo de 
propuestas teóricas que guían el acumulamiento y el análisis de información. 
Mediante este proyecto de investigación se busca identificar como interactúa el derecho 
interamericano con la legislación nacional respecto de peticiones por violaciones a los derechos 
humanos, Determinar cómo opera la caducidad del medio de control de la reparación directa 
tratándose de violaciones a los derechos humanos y Analizar cuál es el límite del deber de 
reparar en los eventos en que no opere la caducidad de reparación directa; con lo cual se hace 
  
indispensable plantear como hipótesis El Estado Colombiano desconoce el derecho internacional 
al no modificar sus normas conforme a los tratados internacionales suscritos y ratificados. Los 
organismos internacionales desconocen la jurisdicción de cada país al imponer estás sanciones.
  
 
1 Estudio de caso: Holocausto del Palacio de Justicia: hechos históricos de una 
tragedia. 
Dada la magnitud del evento que interesa describir en este apartado, los hechos que habrán de 
ser objeto de referencia a continuación, serán abordados a partir de una doble perspectiva, la 
histórica y la jurídica. La propiamente histórica comprenderá los antecedentes inmediatamente 
anteriores a la toma del Palacio de Justicia, lo acontecido los días 6 y 7 de noviembre de 1985, y 
los eventos posteriores que con el tiempo, darían paso a la interposición de una serie de acciones 
judiciales por los familiares víctimas de quienes fueran asesinados y desaparecidos en estos dos 
días del mes de noviembre hace 30 años atrás, lo cual hará parte a su vez de la referencia a los 
antecedentes jurídicos que interesan en el marco de este escrito. 
Sobre esto último, dado que también innumerables acciones y procesos se han relacionado 
con los hechos que han tomado por nombre el de ‘Holocausto del Palacio de Justicia’, habremos 
de hacer un recorrido breve nada más, por el estado actual de los mismos en materia contenciosa-
administrativa proferidas en contra del Estado Colombiano por el acaecimiento de este suceso, al 
igual que a nivel interamericano. 
1.1 Antecedentes inmediatamente anteriores a la Toma del Palacio de Justicia. 
Antes de contextualizar el mandato presidencial de Belisario Betancur en el cual tuvieron 
lugar los hechos relacionados con la Toma del Palacio de Justicia, resulta preciso, aunque sea 
brevemente, referirnos a su antecesor el ex presidente Julio César Turbay (1978-1982), dada la 
estrecha relación entre los actos de su gobierno, el enfrentamiento con el grupo armado M-19, y 
los efectos de resistencia y presión armada que ejercieron posteriormente durante el Gobierno del 
ex presidente Betancur. 
1.1.1 El surgimiento del M-19, hechos de violencia y frustrados intentos de paz 
negociada. 
Así, el surgimiento del movimiento 19 de abril (en adelante M-19) se origina en el supuesto 
fraude de los comicios electorales llevados a cabo el 19 de abril de 1970, que enfrentó por un 
  
extremo al candidato por la Asociación Nacional Popular ANAPO y ex golpista de Estado 
Gustavo Rojas Pinilla, y al candidato por el Partido Conservador Misael Pastrana Borrero, en el 
cual saliera victorioso este último. 
Torregrosa Norhys y Torregrosa Rodolfo al respecto el su artículo “Violencia y Política 
Colombiana” mencionan al respecto: 
“En las elecciones del 19 de abril de 1970 Pastrana ganó bajo numerosos alegatos de fraude. 
Esto impulsó a varios jóvenes universitarios a formar posteriormente el Movimiento 19 de Abril, 
M-19, un grupo insurgente el cual se dio a conocer tras una campaña publicitaria de expectativa 
en la prensa en 1974”. (Torregrosa Jiménez, & Torregrosa Jiménez, 2013, pág. 88) 
A manera de disidencia, el ala socialista de la ANAPO que propuso la lucha armada 
comandada por Carlos Toledo Plata derivó en el movimiento M-19 el cual se proyectó como una 
guerrilla urbana con un claro discurso político de corte nacionalista. 
Según lo describe el Informe Final de la Comisión para la Verdad, se trató de un grupo que en 
sus inicios contenía un claro discurso de gobierno, que ejecutaba acciones armadas de carácter 
demagógico “con fuertes ideales inspirados en las luchas sociales de todo el continente 
latinoamericano y con una estrategia propagandista que incrementaba su popularidad con base en 
golpes de opinión”. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010, pág. 45) 
La primera de este tipo de acciones tuvo lugar en 1974 con el robo de la espada de Bolívar, 
luego para 1978 el robo de armas del Cantón Norte de Bogotá, en 1980 la toma de la “Embajada 
de República Dominicana, y otra serie de actos que incluyeron la toma de pueblos, aviones, 
vehículos y secuestros extorsivos los cuales demostraron la gran capacidad de coordinación y 
ejecución armada que desestabilizó para la época, la seguridad al interior del país”. (Jaramillo, 
2012) 
Ante este panorama, el gobierno de Turbay Ayala puso en marcha un plan de gobierno 
durante el cual se sancionará, entre otros, el Estatuto de Seguridad expedido a través del Decreto 
1923 de 1978 mientras el país se encontraba en ‘Estado de Sitio’, según así se encontraba 
“contenida esta figura en la Constitución Política de 1886. Con su articulado se fortalecieron las 
  
medidas de persecución y represión en contra, principalmente, del M-19 que ya había ejecutado 
varias de sus acciones más emblemáticas para entonces”. (El Tiempo, 1978) 
Para 1981 se sanciona la Ley 37 que pretendía beneficiar con una amnistía condicional a los 
miembros de este grupo armado, contemplando entre otros la amnistía limitada, la dejación de 
las armas y la judicialización de sus miembros por un Tribunal que habría de pronunciarse, sobre 
la amnistía concedida. El M-19 rechazó el contenido de dicha ley, dado que no había 
contemplado en su articulado referencia alguna sobre el estado de sitio todavía vigente ni el 
Estatuto de Seguridad, por lo que continuaron los enfrentamientos militares entre el gobierno de 
turno y el grupo guerrillero. 
Posterior a este primer intento de amnistía, el Gobierno propuso una segunda oportunidad 
igualmente fallida para que el M-19 cesara en sus actividades al margen de la ley, abandonando 
las armas, y reintegrándose a la vida civil. Aquello mediante el Decreto 474 de 1982 que 
consideraba igualmente, la concesión de amnistías, la dejación de armas en un periodo de 30 
días, y beneficios de tipo penal a quienes se encontraban en la cárcel por delitos de tipo político.  
De nuevo, el M-19 rechazó la ‘oferta’ realizada por el Gobierno de Turbay Ayala, finalizando 
su mandato con el levantamiento del Estado de Sitio. 
Al asumir su periodo presidencial Belisario Betancur comprendido entre los años 1982 y 
1986, su propósito principal fue el de establecer de manera definitiva, el fin de esta guerrilla a 
través de un proceso de paz.  
En cumplimiento de este propósito, se ocupó en el primer año de su gobierno en la creación 
de una Comisión de Paz a través del Decreto Legislativo 2771, “Comisión antecedida por una 
versión anterior creada en la presidencia de Turbay Ayala y la cual, por desatención del gobierno 
en sus recomendaciones sobre el proceso de paz con el M-19, se había desintegrado”. (Gómez 
Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010) 
Entre sus funciones que conservaban independencia del ejecutivo, se encontraban la de 
“formulación de propuestas para la recuperación y el desarrollo de las regiones y para el 
  
mejoramiento sustancial de la seguridad, o para la promoción de la eficiencia de la acción y del 
gasto público” (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010, pág. 41) 
Al mismo tiempo se formulaba en el legislativo una nueva Ley de Amnistía, la más amplia 
promovida antes y cuyos alcances, no obstante, desconocían tanto el Gobierno como los 
integrantes del M-19. 
En últimas, la Comisión de la Verdad quedó desarticulada por los mismos motivos que había 
fracasado la que había creado en su mandato Turbay Ayala; a su turno la Ley de Amnistía fue 
desconocida por el grupo armado M-19 dado que no habrían de aceptar un marco legal que 
estimaban vago e impreciso en sus términos. 
Mientras tanto, las propuestas de paz y los términos en que debía negociarse una amnistía 
según el M-19, habían sido expresadas a través de acciones subversivas que acudían a 
mecanismos contrarios a la Ley, en 1980 por ejemplo, con la lectura de la carta de Jaime 
Bateman que intervino en la televisión nacional, y en 1982 el secuestro de Francisco González 
Pacheco con un mensaje de paz para el entonces presidente Turbay Ayala, entre otras. (Vega, 
2015) 
Para 1983 se reconocieron, no obstante, los esfuerzos del gobierno de Betancur en lograr una 
paz negociada, por parte tanto de los máximos dirigentes del M-19 como de los miembros de las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias FARC. 
En 1984 se acordó por otra parte y de manera conjunta, entre el grupo armado M-19 y el 
Ejército de Liberación Nacional ELN conversaciones con el gobierno nacional para el 
establecimiento de un cese al fuego. A este evento se le sumó posteriormente el acuerdo 
conocido como ‘de la Uribe’, entre miembros de las FARC y la Comisión de Paz que conservaba 
para entonces sus labores. (Semana, 2016) 
Aun cuando en ese mismo año el M-19 había pactado el cese al fuego con el gobierno 
nacional, persistía la resistencia armada dado que las Fuerzas Militares conservaban la 
metodología represiva heredada de la presidencia de Turbay Ayala reforzada por el Estatuto de 
Seguridad. Es decir, se continuaba hablando de paz, en un ambiente sembrado por acciones de 
  
guerra, en palabras de Ramírez “paradójicamente, la firma de la paz ponía al rojo vivo el clima 
de la discordia” (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010, pág. 164) 
Como consecuencia de esto, frente a la voluntad de paz del presidente a la cual se resistían las 
Fuerzas Militares, se hablaba cada vez más en el país de la soledad de quien era para entonces la 
cabeza de la Casa de Nariño, del retiro progresivo del apoyo por parte de su propia bancada 
conservadora, el aumento del descontento tanto de la sociedad civil que percibía la falta de 
convicción en el logro de una paz real y duradera, y desde luego reticencia del M-19, que a pesar 
de haber ordenado al interior de sus filas el cese al fuego, seguía estando sujeta a 
enfrentamientos armados hecho que se conoció posteriormente como la llamada “tregua 
armada”. (Semana, 1997) 
De tal manera transcurrió el periodo entre 1984 y 1985 con el sostenimiento de un discurso de 
paz acompañado de acciones de combate proveniente del Ejército Nacional contra el M-19, y la 
activación de la segunda etapa de la “paz, que consistía en el ‘Diálogo Nacional’, antecedido por 
una primera de ‘Cese al fuego’. Se trataba de una contienda “entre el gobierno y el M-19, [que] 
competían por devengar el fruto político de la paz” (Carrizosa, Cordi, Ospina, & Serje, 1985, 
pág. 26) 
Luego de un atentado a varios representantes del M-19 (Navarro Wolf siendo el mayor 
afectado), el M-19 declaró para el 20 de junio de ese mismo año, la ruptura del cese al fuego que 
había pactado en 1984 con el gobierno nacional. “Para agosto de 1985 se produce la muerte en 
combate del máximo jefe de aquel grupo armado Iván Marino Ospina, por lo que las acciones de 
violencia en el país entre este bando y el gobierno nacional, se recrudecen”. (El País, 1985) 
1.1.2 Antecedentes inmediatamente anteriores al ‘Holocausto del Palacio de Justicia’ 
Como antecedentes inmediatamente anteriores a los hechos de los “días 6 y 7 de noviembre 
de 1985, la Comisión para la Verdad ha identificado tres eventos que se relacionan directamente 
con lo sucedido en estos dos días”. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010) 
El primero se trata de lo acaecido el 30 de septiembre de ese mismo año, que involucró a 
diversos agentes de la Fuerza Pública en la muerte de once integrantes del M-19 quienes habían 
  
robado un camión de leche en el suroriente de Bogotá, para repartirlo entre los habitantes del 
barrio San Martín de la Loba.  
Ejecución está que fuera calificada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 
su informe No. 26/97 como arbitraria, en la que “el Estado colombiano, no cumplió (…) con su 
obligación de respetar y garantizar los derechos de las personas que caen fuera de combate, que 
se encuentran involucradas en un conflicto armado interno” (Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, 1997, 30 de septiembre) 
El segundo hecho, guarda conexión con el operativo de secuestro del comandante del Ejército 
Nacional Rafael Samudio Molina llevado a cabo el 23 de octubre de ese año y que, habría sido 
planeado como un atentado en memoria de los once militantes del M-19 asesinados días atrás. 
Acompañado al operativo de atentado, se publicó en medios de prensa la intención de este grupo 
guerrillero de llevar a cabo próximamente, una acción insurgente de gran impacto, que habría de 
conmocionar al mundo entero. 
El tercer hecho, tiene que ver con la presión ejercida sobre los magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia (en adelante CSJ) y el Consejo de Estado (en adelante CE) por el grupo de 
los “extraditables”.  
Contra los magistrados del Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria, por estar evaluando la 
inexequibilidad su Sala Constitucional, de la Ley aprobatoria del Tratado de Extradición firmado 
entre Colombia y los Estados Unidos; y contra los magistrados del Alto Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, por las diversas condenas que se encontraba profiriendo su Sala 
Tercera en contra de la Nación –Ministerio de Defensa-, por hechos relacionados con violaciones 
a los derechos humanos en los que habían participado agentes de la Fuerza Pública. 
Ante el recibimiento de amenazas, instigaciones, sufragios y grabaciones de conversaciones 
en las que el grupo de los extraditables ponían en conocimiento de los magistrados, que estaban 
siendo objetivo de una persecución a su intimidad y la de sus familias, hechos que eran de 
conocimiento de gobierno y que se intensificaron a partir de la segunda mitad del mismo año; se 
decide por un Consejo de Seguridad celebrado el 30 de septiembre, acerca de la provisión de 
esquemas de seguridad tanto a los altos magistrados de ambas cortes como de toda la rama 
  
judicial por la sensible función que tenían a su cargo ejercer, en un contexto de violencia 
continuo. 
Según lo relata el informe a que se ha hecho alusión hasta ahora, no sólo era de 
conocimiento del gobierno la continua campaña de instigación del grupo de los extraditables, 
en especial contra el magistrado Manuel Gaona Cruz ponente de la decisión que habría de 
calificar la ley aprobatoria del tratado de extradición como exequible; sino de los planes del 
M-19 en tomarse el Palacio de Justicia. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 
2010) 
En el logro de su cometido, especial importancia habría tenido el retiro del esquema de 
seguridad de los magistrados amenazados de muerte, el día 6 de noviembre en que se realizó 
la toma de la antigua sede del Palacio de Justicia, lo que facilitaría su acceso a las 
instalaciones y la toma de rehenes entre los cuales se encontraban, los magistrados de las dos 
Cortes allí instaladas. (Colprensa, 2010) 
Sobre este particular evento, había sido difundido entre los medios de comunicación la 
adopción de las medidas de seguridad que estaban tomando el Consejo de Seguridad con 
comisión especial del Director del Departamento Administrativo de Seguridad DAS y del 
Director de la Policía nacional, para cumplir la labor de protección de los magistrados que habían 
estado siendo sujetos de amenazas e intimidaciones.  
Así, se conoció además por los elaboradores del informe final de la Comisión de la Verdad, 
que para el 15 de octubre se tenía preparado el informe con el estudio de seguridad el cual se 
esperaba ejecutar próximamente al interior de la CSJ y el CE; sin embargo, la anticipación de 
los hechos de la toma ocurrió antes inclusive, de que fuera posible darle trámite a su 
contenido. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010) 
A la declaración que hiciera el entonces Ministro de Justicia sobre la anticipación de la toma 
del Palacio de Justicia, al trámite de las decisiones sobre los esquemas de seguridad a 
implementar, se añade además el conocimiento que tenían altos dignatarios del gobierno en torno 
a la toma de tal edificación que aconteció finalmente en el mes de noviembre, tal y como así lo 
expresara el Ministro de Defensa quien sostuvo haber recibido información acerca de la 
  
intención por parte del M-19 de tomarse el lugar en el cual funcionaban las dos Cortes a 
mediados de octubre del año 85. 
A este grupo de personas advertidas, se sumaba además el magistrado Dr. Alfonso Reyes 
Echandía, quien había reunido un grupo de periodistas semanas antes del atentado, para 
contarles sobre el conocimiento que tenía de la probable realización de un plan que se 
proponía tomarse el Palacio de Justicia y con este, a los 24 magistrados que allí impartían 
justicia. (Germán Castro Caicedo, Palacio sin máscara.pg. 22) 
Incluso, en declaraciones del entonces general Maza Márquez, quien ocupaba el cargo de 
director del DAS, “el tema de las amenazas se manejó con mucha objetividad (…) se veía venir 
la toma” (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010, pág. 100) 
Según declaraciones del Director de la Policía general Delgado Mallarino,  
 Responsable del retiro del esquema de seguridad a los magistrados de las Altas Cortes 
había sido el entonces presidente de la CSJ Alfonso Reyes E., afirmaciones que tal y como 
expresa el escrito del informe final de la Comisión de la Verdad, fue desmentida por distintas 
versiones de otros integrantes de las Fuerza Pública quienes declararon sobre este hecho y que 
eran entre sí, contradictorias e incongruentes. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla 
Pinilla, 2010) 
Otras hipótesis al respecto también fueron sostenidas, tratando de hallar algún responsable por 
el retiro del esquema de seguridad en las Altas Cortes. Entre estas, el de la confianza excesiva 
del Estado en que, ante el descubrimiento en sus planes de toma del Palacio por parte del M-19, 
habría de desistir en su propósito el grupo guerrillero; y el de la “ratonera”, según el cual la 
propia fuerza pública habría colaborado con el grupo guerrillero para facilitar su acceso a la 
edificación del Palacio de Justicia, retirando los esquemas de seguridad por motu propio. 
“De manera que, para el día 6 noviembre la seguridad presente en el Palacio de Justicia, era 
apenas la mínima, contando con seis empleados de la empresa Cobasec y nada más”. (Castro 
Caycedo, 2008) 
  
1.2 Toma y retoma del Palacio de Justicia: noviembre 6 y 7 de 1985. 
1.2.1 Día Miércoles 6 de noviembre  
El miércoles 6 de noviembre las actividades judiciales habían iniciado su desarrollo con 
normalidad, a pesar de persistir la conocida advertencia por parte del M-19 de una eventual toma 
del Palacio de Justicia. El esquema de seguridad de los magistrados para ese día había sido 
retirado. 
Conforme lo describió entonces su hijo Yesid Reyes, el presidente de la CSJ Dr. Alfonso 
Reyes E. había asistido fuera de lo acostumbrado aquel día a la Corte para coordinar con su 
magistrado auxiliar el Dr. Emiro Sandoval, lo que este debería hacer en su ausencia dado que 
viajaría a Honda para pronunciar un discurso cuya transcripción encargaría a su secretaria.  
A las 11:30 de la mañana comenzaría la sesión de la audiencia en la Sala Constitucional de la 
CSJ en la cual el magistrado Manuel Gaona Cruz, defendería la exequibilidad del fallo 
relacionado a la ley aprobatoria del Tratado de Extradición. A esa misma hora no obstante, había 
dado inicio a su operativo militar el grupo guerrillero M-19, con una explosión en el sótano del 
edificio. 
Momentos previos, entre las 10:30am y las 11:00am ingresaron al Palacio de Justicia 
vestidos de civil siete miembros del grupo guerrillero, fuertemente armados. Su acceso no fue 
restringido ni limitado dado que, para ese día, las máquinas detectoras de metales habían sido 
retiradas sin explicación, según la periodista Julia Navarrete en entrevista con la Comisión de 
la Verdad. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010) 
Una vez adentro de las instalaciones del edificio se confirmó la “luz verde” por parte de uno 
de los miembros que habían realizado su ingreso, hacia el resto del comando guerrillero que 
contaba con un total de 28 hombres, para proseguir con el operativo denominado “Operación 
Antonio Nariño por los Derechos del Hombre”.  
Grupo que finalmente terminó contando con la presencia de 35 insurgentes, quienes 
ingresarían por el sótano del Palacio. Otro grupo adicional, entraría a pie al Palacio, no contaban 
  
sin embargo, con que las puertas del edificio se encontrarían cerradas para ese momento, como 
reacción de contención de la situación por parte de quienes se hallaban dentro. 
Frente a este panorama, las primeras reacciones de respuesta armada provinieron de la 
Guardia Presidencial de la Casa de Nariño, quienes se habían apostado a la entrada del lugar, los 
escoltas de los magistrados, y el personal de vigilancia privada. 
Entre las primeras reacciones periodísticas, se encuentra la información transmitida por 
Yamid Amat en Radio Caracol, director para entonces de aquella estación radial. Su transmisión 
fue realizada en vivo y en directo mientras sostenía comunicación telefónica con uno de los 
empleados de la Corte que se había refugiado debajo de una mesa (Behar, 1998).  La 
información al inicio de los hechos, seguía siendo confusa, pero se pudo confirmar para el 
público oyente a través de dicha transmisión que se trataba de la Toma del Palacio de justicia 
anunciada por el M-19, y no de un simple operativo de atraco. 
A las 11:33am se oyeron los primeros disparos en la Sala Laboral de la CSJ y luego en el 
Consejo de Estado.  
“A las 11:30am el presidente Belisario Betancur se encontraba atendiendo en el Palacio de 
Nariño la presentación de cartas credenciales de los embajadores de México, Uruguay y Argelia. 
Enterado de la situación, no suspendió la ceremonia”. (Castro Caycedo, 2008) 
Hacia las 11:45am el Ministro de Defensa general Miguel Vega Uribe, se iba poniendo al 
tanto de la situación en su encuentro con la Junta Directiva de Indumil, en la cual lo 
acompañaban entre otros, el comandante de la Escuela de Caballería de la XIII Brigada del 
Ejército Luis Alfonso Plazas Vega.  
Según el extracto de acta del Consejo de Ministros, el Ministro de Defensa a las 12:30pm 
confirma telefónicamente que las Fuerzas Militares y efectivos de la Policía Nacional ya se 
encontraban en la Plaza de Bolívar. Se realiza con posterioridad al cierre de la Junta Directiva de 
Indumil, una reunión de comandantes en el Ministerio de Defensa, convocando la presencia de 
los generales Víctor Delgado Mallarino, Augusto Moreno; el almirante Tito García Mota, 
  
comandante de la Armada; el general Gilberto Franco, comandante de la Fuerza Aérea, entre 
otros representantes de las Fuerzas Armadas y Militares del país. 
El plan de retoma del Palacio de Justicia fue coordinado y elaborado mientras tanto, por el 
comandante de la XIII Brigada general Jesús Armando Arias Cabrales, ordenando que las 
acciones de respuesta inicialmente estuvieran a cargo del Batallón Guardia Presidencial, mientras 
el Batallón de Policía militar aislaría el área de protección de los edificios del gobierno, a su par 
la Escuela de Artillería protegería el área suroriental de la Plaza de Bolívar, el Escuadrón Rincón 
Quiñones se ubicaría en la carrera 8ª y el Escuadrón de Caballería en la Plaza de Bolívar. 
En la Casa del Florero se encontraba el coronel Bernardo Ramírez Lozano comandante del 
Batallón Guardia Presidencial, quien antes de la toma de instrucciones para iniciar el operativo 
de retoma liderado por Arias Cabrales, intentaba establecer comunicación con el comandante de 
la Brigada, el Jefe del Estado Mayor entre otros, solicitando apoyo con tangues y policía militar 
para apoyar la retoma. 
En el cuarto piso del edificio, se encontraba el recinto de la Sala Plena, Penal, Constitucional 
y Laboral de la CSJ, junto a los despachos de los magistrados de estas mismas salas. Al iniciar el 
tiroteo, se refugiaron los magistrados Manuel Gaona, Alfonso Patiño, Carlos Medellín, el citador 
Hernán Darío Correa y el vendedor de pólizas de seguros Gustavo Ramírez, en la oficina del 
magistrado Medina. 
En ese momento, los guerrilleros del M-19 empezaron a llamar uno por uno a los magistrados 
de la Sala Constitucional de la CSJ, bajo la aclaración “salga usted, respetaremos su vida”. Según 
lo describe el informe de la Comisión de la Verdad “en ese momento, empezaron a producirse 
disparos indiscriminados hacia el interior del Palacio, provenientes de francotiradores del 
Ejército y de la Policía que se encontraban apostados en los edificios vecinos, situación que se 
prolongó durante varias horas” (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010, pág. 
120) 
Hacia la 1:00pm fueron lanzados gases lacrimógenos, obligando a los rehenes a permanecer 
inicialmente en su sitio.  
  
La fuerza pública en todos los flancos en que se encontraba repeliendo la acción del grupo 
insurgente, procuraba mientras tanto llevar a cumplimiento el plan de retoma, en la que fueron 
empleados inclusive rockets dirigidos hacia distintos ángulos del edificio del Palacio de Justicia.  
“Existen versiones que difieren sobre la hora en que habían hecho su arribo ocho unidades 
blindadas a la Plaza de Bolívar. Según”. (Castro Caycedo, 2008), a las 12:35pm, mientras que 
Olga Behar (1998) afirma que fue en cambio, hacia las 2:00pm de la tarde.  
Lo cierto es que el primer tanque, el ‘Urutú’, se encontraba ubicado a la 1:00pm frente a la 
puerta del sótano del edificio, detrás suyo se resguardaban 14 soldados del Batallón Guardia 
Presidencial. Concurrieron a esa hora, tres helicópteros de la Policía que iniciarían acción 
helicoportada solo hacia las 5:00pm de ese día. 
A las 2:00pm según Plazas Vega, se reciben expresas órdenes del Presidente de la República 
de retomar el Palacio de Justicia y liberar a los rehenes. Cuatro tanques más hacían para ese 
momento, su ingreso en las instalaciones del lugar. Su presencia habría recrudecido la violencia 
en el lugar dado que, el M-19 habría sido forzado a tomar una posición ofensiva.  
A las 5:00pm de ese día, el periodista Juan Gossaín recibiría la orden de la Ministra de 
Comunicaciones Noemí Sanín, de cesar la transmisión por radio del minuto a minuto de los 
hechos que estaban transcurriendo en el Palacio de Justicia. Orden que posteriormente generó 
críticas en el marco de las investigaciones por los sucesos relacionados a los días 6 y 7 dado 
que se cree que se trató de una acción de censura periodística. (El Heraldo, 2015) 
Por lo tanto el “ejercicio del derecho a la información y expresión de los medios radiales 
colombianos, fueron sustituidos por la transmisión de los partidos de fútbol entre Millonarios y 
Unión Magdalena, y entre América y Nacional”. (Behar, 1998) 
Antes de esta “mordaza periodística”, el Presidente de la CSJ Alfonso Reyes Echandía, había 
logrado sostener contacto telefónico con Yamid Amat quien habría de transmitirlo en directo vía 
radial en Caracol Radio. Su ruego se conoce como la ‘letanía’ el Palacio de Justicia: 
  
Estamos en un trance de muerte. Ustedes tienen que ayudarnos. Tienen que pedirle al 
gobierno que cese el fuego. Rogarle para que el Ejército y la Policía se detengan… Ellos 
no entienden. Nos apuntan con sus armas. Yo les ruego detengan el fuego porque están 
dispuestos a todo… Nosotros somos magistrados, empleados, somos inocentes… He 
tratado de hablar con todas las autoridades. He intentado comunicarme con el señor 
Presidente, pero él no está. No he podido hablar con él.  (Humanos, 
http://www.derechos.org, 2014) 
 
Hacia las 6:00pm, los mismos gases lacrimógenos y la conflagración harían salir de sus 
refugios a los rehenes. A partir de esa hora las comunicaciones telefónicas fueron interrumpidas 
en el cuarto piso. Aquellos serían posteriormente conducidos por los guerrilleros del M-19 cerca 
del ascensor del cuarto piso junto con algunos conductores y otros rehenes.  
Hasta las 10:00pm de ese día todavía se llevaba a cabo el operativo militar en el primer piso 
de la edificación. La conflagración continuaba mientras las personas retenidas continuaban 
buscando refugio ante la asfixia del humo y la expansión de las llamas. El baño entre los pisos 
segundo y tercero llegó a ser punto de encuentro y refugio alrededor de 60 rehenes. (Behar, 
1998) 
Cardona J. en su texto “Días de Memoria”, resumen así lo sucedido en el cuarto piso del 
Palacio de Justicia: 
El infierno del cuarto piso donde murió la mayoría de magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia , los 11 desaparecidos de la cafetería del Palacio de cuya suerte nunca volvió a 
saberse, el incierto rumbo de una guerrillera que viva fue vista en la Casa del Florero, las 
dudas sobre la participación del narcotráfico en la temeraria acción de la insurgencia, los 
acertijos del incendio que calcinó expedientes, muebles y cadáveres, todo el espantoso 
recuento de barbarie e intolerancia (…) arrasó en pocas horas el  templo de justicia. 
(Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010) 
  
1.2.2 Día Jueves 7 de noviembre  
Hacia las 2:00am del día jueves 7 de noviembre, la acción de retoma de la Fuerza Pública 
continuaba con la misma intensidad. Para esta hora la explosión de rockets, ametralladoras, y 
disparos desde un tanque contra el frontis del Palacio de Justicia habrían de ser el anticipo de un 
silencio en el cese del operativo, por un par de horas. 
En la mañana del día 7 el Ejército iniciaría la “Operación Rastrillo” dado que los guerrilleros 
del M-19 habían sido reducidos, según el gobierno. A las 11:00am el Consejero de Estado 
Reynaldo Arciniegas es enviado como mensajero para que estableciera comunicación con los 
miembros de las Fuerzas Militares avisando de la presencia no sólo de guerrilleros sino también, 
de rehenes al interior del baño en que se refugiaban.  
Se conoció que al Consejero Arciniegas se le impidió la entrega del mensaje que tenía como 
misión entregar al Presidente de la República. En su lugar, la información que habría entregado a 
los militares sobre la ubicación de los rehenes que estos estimaban en número exagerado, facilitó 
para estos últimos la redirección de los proyectiles, explosivos y demás artefactos de similar 
naturaleza al lugar en que se encontraban tanto guerrilleros como rehenes: el baño del tercer y 
cuarto piso. Esta acción cobraría la vida de los rehenes que se hallaban en el lugar. 
Se terminó de evacuar en el transcurso de la mañana a rehenes que se encontraban en el 
sótano del edificio, siendo conducidos a la Casa del Florero para proceder a su interrogatorio. 
Con posterioridad, el Ejército continuó con la acción armada de la “Operación Rastrillo”. 
A la 1:50pm intentaban su ingreso bajo su propia responsabilidad cinco socorristas de la Cruz 
Roja por la puerta del Palacio. Cuando realizan su ingreso, el operativo de retoma ya habría 
finalizado. 
“Los rehenes sobrevivientes que habían logrado salir durante el trascurso de los días 6 y 7 
fueron trasladados a la Casa del Florero, interrogados y dejados en libertad para que se 
trasladaran a sus respectivas residencias o centros de atención médica”. (Behar, 1998) 
Otros rehenes, los ‘especiales’, fueron conducidos igualmente al segundo piso de la Casa del 
Florero, y con posterioridad, remitidos a instalaciones militares. 
  
1.3 Hechos de conocimiento posterior: asesinatos y desaparecimientos. 
Dados los operativos de toma del Palacio de Justicia a cargo de la guerrilla del M-19 y de la 
retoma a cargo de las Fuerzas Militares, el fuego cruzado, la arremetida de los ataques muchas 
veces indiscriminados de bando y bando, las víctimas fueron numerosas. De algunas todavía se 
desconocen sus paraderos, de otras todavía es incierto asegurar la forma en las fueron privadas 
de sus vidas como se verá a continuación. 
Entre los magistrados y otros empleados de las Cortes que iban quedando en los pisos que 
estaban siendo retomados por el Ejército, algunos no fueron rescatados de inmediato, lo que 
luego conduciría a que estas se vieran forzadas luego a buscar refugio en el baño en el cual se 
encontraron alrededor de 60 personas. 
Luis Horacio Montoya Gil, magistrado de la Sala Civil de la CSJ encontrándose en el tercero 
piso de la edificación, había advertido de su presencia y la de otros compañeros suyos, 
suplicando por un rescate a los militares que tenían el control de dicho sector. Sin embargo, el 
rescate no se produjo, más adelante a la salida del baño, cayó muerto como consecuencia del 
fuego cruzado. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010) 
María Elena Giraldo, relatora del CE junto con otros rehenes no corrieron la misma suerte. 
Aquellos que habían logrado salir del Palacio de Justicia fueron trasladados a la Casa del Florero, 
ubicado sobre la carrera 7ª y la calle 11. 
Algunos de los rescatados (civiles que se encontraban al interior del edificio al momento de la 
toma, y guerrilleros) que generaron sospecha entre la Fuerza Pública, fueron catalogados como 
rehenes “especiales”. Dada su condición, fueron sometidos a maltratos, torturas, tratos crueles e 
inhumanos.  
Entre los rehenes “especiales” se encontraba una pareja de estudiantes de derecho víctimas de 
abusos y maltratos humillantes Yolanda Santodomingo y Eduardo Matson Ospino. Esta 
detención ilegal que calificaron los militantes de simple “retención” cesó cuando Matson Ospino 
afirmara ser el sobrino del gobernador de Bolívar, Arturo Matson. Ambos fueron dejados en 
libertad en altas horas de la noche del día 6 de noviembre. 
  
Similar suerte corrió el abogado Orlando Quijano, conducido a la Casa del Florero quien 
había sido confundido como guerrillero del M-19. También fue víctima de presión psicológica y 
física. De allí se realizó su traslado a la XIII Brigada en el Cantón Norte en el que fuera reseñado 
e interrogado. Luego, fue llevado al Teatro Patria. Su retención cesó el día 8 de noviembre.  
Fueron retenidos, entre otros, el citador de la Sala Constitucional Héctor Darío Correa 
Tamayo quien igualmente al interior de la Casa del Florero, fue sometido a maltratos y 
agresiones físicas y psicológicas; un grupo de conductores que recién había iniciado la toma 
guerrillera del Palacio, refugiados en el sótano, rescatados luego y llevados a la Casa del Florero, 
habían sido tomados por sospechosos. Su liberación tuvo lugar el día 7 de noviembre en horas de 
la tarde. 
El magistrado auxiliar de la CSJ Nicolás Pájaro Peñaranda en cambio, luego de encontrarse en 
la Casa del Florero, dado su estado de salud pidió ser llevado a una clínica en la que, 
posteriormente, habrían de intentar asesinarlo tres hombres con ametralladora. Intento frustrado 
por el personal médico de la clínica. Luego de estos eventos tuvo que huir del país bajo amenaza. 
Ahora, sobre quienes fallecieron en los operativos de toma y retoma, las negligencias en los 
exámenes de antropología forense, la manipulación de la evidencia y su destrucción, todavía 
extiende la duda sobre las condiciones en que se produjeron las circunstancias en que murieron, 
algunos calcinados, asesinados, otros más desaparecidos forzosamente. 
Varios de los restos identificados fueron enviados a fosas comunes siendo enterrados como 
N.N dado que se trataba de cuerpos de miembros de la guerrilla del M-19 o de quienes 
subsistía sospecha de su pertenencia al grupo armado ilegal. En ese sentido, se desconoce 
además, el paradero de 11 de las personas desaparecidas que no lograron salir del edificio del 
Palacio de Justicia durante los sucesos de los días 6 y 7. (Behar, 1998) 
Los procedimientos de criminalística encargados a la Directora Seccional de Instrucción 
Criminal y los jueces delegados para la investigación, se vieron expuestos a la indebida 
presión de las autoridades militares quienes, en un primer momento, impidieron su acceso al 
Palacio de Justicia. Aquellos entre tanto, barrían el suelo del Palacio de Justicia. Se supo 
además, que los jueces impartieron órdenes para que, no sólo funcionarios de la Dijin sino 
  
miembros del Cuerpo de Bomberos participaran en el levantamiento de la escena, aún cuando 
estos últimos no contaran con la experiencia para ello. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & 
Pinilla Pinilla, 2010) 
Las tareas de levantamiento de cadáveres iniciaron el mismo jueves 7 de noviembre. Los 
restos calcinados fueron dispuestos en bolsas, otros, lavados con mangueras. Los cuerpos que 
se conservaban, habían sido por su parte, lavados cuidadosamente y dispuestos en lugares 
distintos a aquellos en que se había producido su fallecimiento. (Cardona, 2009) 
Según el informe de la Comisión de la Verdad: 
(…) efectivamente al menos 20 de los cuerpos fueron desplazados al patio interno del 
primer piso, incluidos los que se encontraron en el baño ubicado entre los pisos segundo y 
tercero; así como algunos de los cuerpos provenientes del cuarto piso. En 21 casos no se 
establece el lugar exacto en que los cuerpos fueron hallados y sólo se menciona “Palacio 
de Justicia”, lo que permite pensar que de igual manera estos cuerpos fueron trasladados 
de lugar y llevados al patio central. Entre estos se encuentran los del magistrado Manuel 
Gaona Cruz y José Eduardo Medina Garavito. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & 
Pinilla Pinilla, 2010) 
Una tabla estadística de este mismo informe, señala que fueron en total 94 las personas 
muertas, algunas en el cuarto piso de la edificación, otras ubicadas entre los pisos segundo y 
tercero. Se desconoce quiénes fallecieron antes de que las conflagraciones iniciaran en el 
edificio, y quiénes a causa de las balas cruzadas en los enfrentamientos. 
Entre los fallecidos, además, se encuentran el Presidente de la CSJ Alfonso Reyes Echandía, 
Ricardo Medina Moyano y José Eduardo Gnecco Correa. Aquellos calcinados, mostraron 
además en sus restos mortales proyectiles de armas de uso privativo de las Fuerzas Militares. 
La totalidad de los empleados de la cafetería del Palacio y algunos visitantes fueron víctimas 
de desaparición forzada. Todavía se desconoce su paradero.  
  
Más recientemente en octubre del año 2015 el Instituto Nacional de Medicina Legal logró 
determinar que una de las empleadas de la cafetería que trabajaba como cajera María Cristina 
del Pilar Guarín, habría sido asesinada por cuatro proyectiles de bala, por lo que su muerte no 
habría acontecido como consecuencia de la conflagración que desde el día 6 de noviembre se 
tomó el edificio. (Semana, 2016) 
Su cuerpo junto con el de Luz Mary Portela León fue hallado en dos fosas comunes según 
la Revista Semana, que se encontraban en el Cementerio Jardines de Paz. El hallazgo no 
obstante, deja otro vacío dado que, el cadáver de María Cristina del Pilar fue encontrado en el 
lugar en el que se encontraba el de Marina Isabel Ferrer, por lo que ahora sus restos óseos se 
encuentran por contera, desaparecidos. (Semana, 2015) 
1.4 Acciones judiciales que han derivado en sentencia. 
1.4.1 Jurisdicción contencioso-administrativa. 
Según el informe de la Comisión de la Verdad “la jurisdicción contencioso-administrativa, 
particularmente la Sección Tercera del Consejo de Estado, ha sido la instancia judicial que se 
ha pronunciado en un mayor número de ocasiones sobre los hechos del Palacio de Justicia.” 
(Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010, pág. 293) 
El fundamento por el cual se ha atribuido responsabilidad al Estado en la mayoría de fallos ha 
consistido en la declaración de existencia de una falla en el servicio atribuible a la fuerza pública 
que entonces desempeñara los operativos de retoma y sus altos mandos militares. 
La falla en el servicio ha sido determinada a través de (i) la suspensión de la vigilancia en las 
instalaciones del Palacio de Justicia aun cuando persistían amenazas contra los magistrados de 
las Altas Cortes de entonces, y (ii) en la recuperación del Palacio de Justicia dada su 
desorganización, improvisación y anarquía al interior de las Fuerzas Armadas, desinterés ante los 
rehenes y la protección de sus vidas y Derechos Humanos más elementales.  
Sobre el punto, especialmente ha enfatizado el Consejo de Estado que:  
  
Con respecto a la falta de vigilancia para el día de los hechos, el Tribunal se respalda en los 
numerosos testimonios que se refieren sobre el particular. Además del sustento de la sentencia  
por el quebrantamiento de las obligaciones a cargo de las Fuerzas Militares, pueden darse 
otras motivaciones basadas en los fines primarios del Estado, sin invertirlos valores 
individuales y sociales, ni olvidarlas normas de solidaridad, como sucedió en el sub - júdice. 
Agregan, además, otra protuberante falla del servicio, antecedente de los hechos, como lo fue 
la falta de vigilancia de las autoridades competentes sobre las dependencias del Palacio de 
Justicia. (Suárez Hernández, 1994) 
Agregando adicionalmente, sobre el conocimiento que tenía la Fuerza Pública, el Gobierno 
Nacional y en general, la opinión pública de dicho ataque, que:  
Sobre el particular la parte actora ha expresado que con anterioridad al 6 de noviembre de 
1985 el Gobierno Nacional y la propia opinión pública estaban enterados no sólo de las 
amenazas que existían contra los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, sino también 
de la pretendida ocupación del Palacio de Justicia por parte del M-19.  (Suárez Hernández, 
1994) 
No logró ser imputada a terceros (M-19) la responsabilidad para exonerar en ese sentido al 
Estado puesto que: 
Es incontrovertible que si el Gobierno hubiese tomado las medidas requeridas para 
lograr una efectiva y real custodia de los Magistrados y una adecuada vigilancia del 
Palacio de Justicia o si el manejo táctico-militar hubiera sido más humano, más lógico y 
medianamente razonable, otras seguramente hubieran sido las consecuencias, no sólo con 
respecto de los guerrilleros ocupantes, sino, especialmente, con relación a las víctimas 
civiles fallecidas en tan cruento y absurdo episodio. Es cierto que el hecho del tercero, 
constituye causal exonerativa de responsabilidad estatal, en tanto que ese tercero no 
dependa de la propia administración y además que el hecho aludido sea causa exclusiva o 
determinante del daño. En el caso bajo estudio considera la Sala que fue decisiva la 
contribución de las autoridades gubernamentales a la ocurrencia del daño, por causa 
precisamente de la falla del servicio anteriormente establecida. Fueron tales autoridades 
  
quienes con su negligente y omisiva conducta dieron lugar, o por lo menos, facilitaron la 
ocupación del Palacio de Justicia, pues conociendo de antemano que existían amenazas 
no sólo contra la vida e integridad de los Magistrados, sino de ocupación por parte del M-
19 de la edificación, a pesar de estar en capacidad de evitar la anunciada toma, ningunas 
medidas preventivas ordinarias tomaron, mucho menos extraordinaria, como lo exigía la 
situación. (Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla Pinilla, 2010) 
La responsabilidad del Estado pudo ser establecida tratándose de hechos que 
configuraron eventos de desaparecimiento de personas; eventos posteriores a la toma y a 
los operativos militares; aquellos en los que se hizo una valoración de actuaciones 
relacionadas al levantamiento de los cuerpos de fallecidos; el manejo de detenciones 
ilegales, torturas y tratos crueles e inhumanos. 
1.4.2 Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos dio apertura en 1990 al caso 10.738 sobre 
la “situación de los desaparecidos del Palacio de Justicia”. Se trataba de una petición que tenía 
como objetivo que fuera declarada la responsabilidad del Estado Colombiano por los hechos 
acaecidos durante los días 6 y 7 de noviembre de 1985.  
Las víctimas indirectas que interpusieron la petición, lo hicieron conforme los hechos de 
desaparición de los cuales son víctimas “12 personas Carlos Augusto Rodríguez Vera, Cristina 
del Pilar Guarín Cortés, David Suspes Celis, Bernardo Beltrán Hernández, Hector Jaime Beltrán 
Fuentes, Gloria Stella Lizarazo, Luz Mary Portela, Ana Rosa Castiblanco, Norma Constanza 
Esguerra, Lucy Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao e Irma Franco Pineda” 
(Gómez Gallego, Herrera Vergara, & Pinilla pinilla, 2010).  Por los hechos de detención 
arbitraria y tortura Yolanda Ernestina Santodomingo, Orlando Quijano y José Vicente Rubiano 
Galvis, junto a la violación de la integridad psicológica y moral de los familiares de aquellas 
víctimas. 
En el año 2014 la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió sentencia condenatoria 
en contra del Estado Colombiano por la falta de esclarecimiento judicial de los hechos y por la 
violación del derecho a la integridad personal en perjuicio de los familiares de las víctimas, así 
  
como por el incumplimiento de su deber de prevención frente al riesgo en que se encontraban las 
personas que se encontraban en el Palacio de Justicia (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Desaparecidos del Palacio de Justicia vs. Colombia, 2014) 
La responsabilidad declarada lo fue en torno al desaparecimiento forzoso:  
De Cristina del Pilar Guarín, David Suspes Celis, Bernardo Beltrán, Héctor Jaime Beltrán, 
Gloria Stella Lizarazo, Luz Mary Portela, Lucy Amparo Oviedo, Gloria Anzola de Lanao, por 
la violación de los derechos a la libertad personal, a la integridad personal, a la vida y al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, contemplados en los artículos 7, 5.1, 5.2, 4.1 y 3 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma y con el artículo La 
de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en perjuicio de dichas 
personas.  No obstante, la Corte notó, respecto de los casos específicos de Norma Constanza 
Esguerra Forero y Ana Rosa Castiblanco Torres, que existen indicios que separan a la Corte 
de esta conclusión y apuntan a su fallecimiento dentro del Palacio de Justicia durante la toma 
y retoma del Palacio de Justicia.  (Humanos, http://docplayer.es, 2014) 
 
Fue condenado además el Estado Colombiano, por la desaparición forzada y ejecución 
extrajudicial del Magistrado auxiliar Carlos Horacio Urán Rojas; responsabilidad por las 
detenciones arbitrarias que sufrieron Yolanda Santodomingo, Eduardo Matson Ospino y José 
Vicente Rubiano; responsabilidad por la violación de las garantías judiciales y la protección 
judicial en perjuicio de los familiares de las víctimas desaparecidas forzadamente, incluyendo a 
los familiares de Carlos Horacio Urán, de los familiares de Ana Rosa Castiblanco y de Norma 
Constanza Esguerra; por el incumplimiento de garantizar el derecho a la vida y la integridad 
personal por haber omitido la toma de acciones efectivas y necesarias para prevenir su 
vulneración dado el riesgo inminente que había sido anunciado en torno a la toma del Palacio de 
Justicia. 
Se le halló responsable, por la violación al derecho a la integridad personal de los familiares 
de las víctimas directas. 
  
2 Cómo interactúa el Sistema Interamericano con la legislación nacional respecto de 
peticiones por violaciones a derechos humanos. 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos es un órgano autónomo de la OEA el cual 
fue creado en el año de 1959. Este no representa ningún país, mas es responsable de promocionar 
y proteger los Derechos Humanos, así mismo de monitorear a los Estados pertenecientes a la 
OEA y sus obligaciones contraídas. 
Este solo determina si un Estado es responsable o no de haber violado uno o más Derechos 
Humanos, a una persona o un grupo de personas. De ser así, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos emite un informe con las sugerencias que deberá tener en cuenta el Estado 
en el caso.  
 Cada uno de los tratados o convenios firmados por el Estado ante la OEA, hace que este 
Estado tenga responsabilidades ante la legislación internacional como lo determinan los 
Artículos 18, 19 y 20 del Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(Funciones y Atribuciones).  
En el año de 1969 en San José de Costa Rica del 7 al 22 de Noviembre los Estados 
pertenecientes a la OEA firman el Pacto de San José, una Convención con alto sentido de justicia 
social.  
En Colombia mediante la Ley 16 de 1972 se aprueba la Convención en este Estado, y da paso 
a proteger el derecho a la vida, la prohibición de la esclavitud, garantías judiciales, derechos de 
indemnización, igualdad ante la ley, protección a la familia, libertad de expresión, entre otras 
leyes. 
Viene a tener su consagración constitucional en el artículo 90, lo que representa, 
dentro de la evolución del Estado constitucional, la consolidación de un instrumento 
fundamental para el cumplimiento de los propósitos y finalidades del Estado Social de 
Derecho. (Congreso de la República de Colombia, 1996) 
(…) y de manera inicial e histórica, la concreción de su modulación a partir de un 
régimen que aboga por la garantía y defensa de los derechos subjetivos y colectivos, 
  
teniendo como protagonista a la víctima, despojándose de la construcción clásica de la 
responsabilidad sujeta a verificar el comportamiento, conducta, acto o acción del causante 
del daño” (Navia Arroyo, 2000, pág. 214) 
2.1 Aplicación de los derechos humanos en la legislación interna 
En la Legislación nacional de Colombia se adoptan tratados internacionales mediante el 
artículo 93 de la Constitución Política. El cual es denominado el Bloque de Constitucionalidad y 
el cual está compuesto por todas estas normas internacionales, tratados y convenios etc. que han 
sido confirmados y ratificados por Estado Colombiano;  Estas leyes son de obligatorio 
cumplimiento, porque al hacer parte de este bloque adquieren rango Constitucional. 
 En la Ley 16 de 1972 el Congreso de la Republica aprueba la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos reconociendo así, los derechos esenciales del hombre, dando razón 
justificante a su protección internacional. 
Con la Ley 288 de 1996 el Congreso de la Republica establece en su art. 1 que los 
“instrumentos para la indemnización de perjuicio a las víctimas de violaciones de derechos 
humanos en virtud de lo dispuesto por determinados órganos internacionales de Derechos 
Humanos”, expresando además que: 
El Gobierno Nacional deberá pagar, previa realización del trámite de que trata la 
presente Ley, las indemnizaciones de perjuicios causados por violaciones de los 
derechos humanos que se hayan declarado, o llegaren a declarase (sic), en decisiones 
expresas de los órganos internacionales de derechos humanos que más adelante se 
señalan.  (1998, Estatuto de los Mecanismos Alternativos de la Solucion de 
Conflictos, 1998) 
En esta misma ley tambien se prevee que en el caso eventual de violaciones de 
derechos humanos y siempre y cuando se cumplan los requisitos del articulo  2° la 
caducidad de las acciones estipulada en la legislacion  Colombiana no proceden. 
En la Constitución Política de Colombia de 1991 Titulo II-  De los derechos, las garantías y 
los deberes, en cada uno de los Capítulos (Capitulo 1- De los derechos fundamentales, Capitulo 
  
2- De los derechos Sociales, económicos y culturales, Capitulo 3- Derechos Colectivos, Capitulo 
4- Protección y aplicación de los derechos),  determina cuáles son los derechos que cada 
ciudadano tiene derecho, y estos así mismo deberán ser cumplidos por el Estado ya que en esta 
constitución el Estado Colombiano empezó a tocar la responsabilidad 
Se sustenta en la idea indiscutible de la consolidación de una sociedad justa  y 
equitativa con sujeción al ordenamiento jurídico… en donde el derecho y los 
principios generales, al igual que los valores inspirados del ordenamiento, se 
articulan en precisos conceptos ideológicos al servicio de las finalidades 
estatales y las necesidades o intereses generales, para lo cual el mismo Estado  
de Derecho desarrolla, de manera consecuente, un complejo pero fortificado 
sistema de controles que permiten que los reales propósitos de la 
institucionalización del poder se hagan efectivos sustancialmente.”  (Hoffe, 
2006, pág. 27) 
2.1.1 Responsabilidad del Estado ante la legislación internacional  
 El Estado Colombiano desde hace años pertenece a la OEA (Organización de Estados 
Americanos) esto hace que deba cumplir con unos tratados contenidos en la Declaración 
Americana, la Convención Americana y otros tratados Interamericanos.  
La OEA es una organización que reúne 35 países independientes y tiene cuatro pilares 
fundamentales: 
 Democracia 
 Derechos Humanos 
 La seguridad 
 El desarrollo  
La Convención americana protege por su parte, los siguientes derechos humanos: 
 Derecho al reconocimiento de la persona jurídica 
 Derecho a la vida 
  
 Derecho a la integridad personal  
 Derecho de toda persona a no ser sometida a esclavitud y servidumbre 
 Derecho a la libertad personal 
 Derecho a las garantías judiciales 
 El principio de legalidad y no retroactividad  
 El derecho de toda persona a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido 
condenada en sentencia firme por error judicial  
 Derecho a la protección de la honra y la dignidad 
 Derecho a la libertad de conciencia y de religión 
 Libertad de pensamiento y de expresión 
 Derecho a la rectificación o respuesta 
 Derecho de reunión 
 Libertad de asociación 
 Derecho a la protección a la familia  
 Derecho al nombre 
 Los derechos del niño 
 Derecho a la Nacionalidad 
 Derecho a la propiedad privada 
 Derecho de circulación y residencia 
 Los derechos políticos  
 Derecho de igualdad ante la ley 
 Derecho a la protección judicial 
 Derecho al desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales  
La Declaración Americana también contiene una lista completa de los derechos que los 
Estados deben respetar y proteger. Además de los derechos antes mencionados, la 
Declaración Americana contiene reconocimientos específicos como la protección al 
derecho al trabajo y a recibir un salario justo, el derecho a la seguridad social, el derecho a 
los beneficios de la cultura, y el derecho a la preservación de la salud, entre otros.”  (Mejía 
Cáez, 2013) 
  
Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, reafirmando su 
propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de 
los derechos esenciales del hombre; “Reconociendo que los derechos esenciales del 
hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como 
fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección 
internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece 
el derecho interno de los Estados americanos” (Organización de Estados Americanos, 
1969) 
Estas convenciones hace que los Estados pertenecientes en este caso Colombia, deba cumplir 
con deberes ya pactados, y estos por ningun motivo sea vulnerados, ya que todos estos se 
estipularon para la proteccion de las personas en diferentes partes, evitando vulneraciones por 
raza, sexo, religiones o creencias, ideologías políticas, opiniones, idioma, nacionalidades, 
posiciones económicas entre otras. Según el art. 93 de la Carta Política nacional “Los tratados y 
convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y 
que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno.” 
(Constitución Política, 1991) 
Ahora a tener en cuenta el caso del Palacio de justica, se presentó un caso de terrorismo en los 
dias 6 y 7 del mes de Noviembre de 1985, el Estado Colombiano a raiz de este acto terrorista, 
tiene ciertas responsabilidades. 
El Consejo de Estado en su jurisprudencia, ha establecido dos criterios al respecto para 
endilgarle responsabilidad patrimonial al Estado; a- la falla del servicio y el riesgo 
excepcional, aunque no se puede desconocer que hay situaciones que involucran actos 
terroristas y el Consejo de Estado  las ha fallado bajo el régimen del daño especial; bajo 
la falla del servicio se declara la responsabilidad del estado cuando la administración 
actuó con omisión frente a los llamados de la comunidad, de un particular o  frente a 
situaciones de las cuales se puede prever la amenaza inminente de un atentado terrorista o 
en razón a que,  no desplegó el equipo de seguridad o de prevención requerido para 
conjurar las posibilidades de un ataque  refuerzo de pie de fuerza, dotación de 
  
municiones,  diseño de operaciones de inteligencia, preparación militar.  (Ruiz Orejuela, 
2008) 
2.2 Requisitos y lineamientos para acudir ante el sistema interamericano 
Se debe tener en cuenta que el sistema: 
 regional de promoción y protección de los derechos humanos y este está compuesta por 
dos órganos, La comisión interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte 
interamericana de Derechos Humanos, los cuales monitorean el cumplimiento por parte de los 
Estados que son miembros de la organización de los Estados Americanos (OEA). Función de 
la comisión es promover la observancia y defensa de los derechos humanos, que no se 
incumplan ninguno de ellos, y si esto sucede, se dé cumplimiento por parte de cada uno es los 
Estados miembros. (Ruiz Orejuela, 2008) 
Para presentar una petición ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se debe 
presentar junto con una denuncia en contra de uno o varios Estados miembros de la OEA el cual 
se considere han violado los Derechos Humanos contenidos en la Declaración Americana, la 
Convención Americana y otros tratados interamericanos de derechos Humanos. 
El Estado puede ser responsable de violar los derechos humanos por: 
-Acción: Consecuencia de un actuar del Estado o de sus agentes 
-Aquiescencia: Como consecuencia de consentimiento tácito del Estado o sus agentes  
-Omisión: Como resultado que el Estado o sus agentes no actúen cuando debían 
hacerlo   
Para llevar un caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos solo los Estados parte 
y la Comisión pueden someter un caso ante la CIDH, las personas no pueden acudir directamente 
a la Corte, deben primero presentar su petición ante la comisión y completar los pasos previstos 
ante esta. 
  
Tanto la Comisión como la Corte, no pueden determinar culpabilidades individuales, es decir 
no pueden determinar si una persona es culpable o no, solo pueden determinar la responsabilidad 
internacional de un Estado siempre y cuando pertenezca, “la OEA En el caso de que la comisión 
determine que el Estado es responsable por violar los Derechos Humanos de una persona o grupo 
de personas, ellos emitirán un informe que puede incluir diferentes recomendaciones al Estado.” 
(Asoc, 2013) 
 Suspender los actos violatorios de los derechos humanos 
 Investigar y sancionar a las personas que resulten responsables 
 Reparar los daños ocasionados a la persona o al grupo de personas 
 Introducir cambios al ordenamiento legal 
 Requerir la adopción de otras medidas o acciones estatales 
Adicionalmente se debe tener en cuenta que existen casos donde la Comisión no podrá 
ayudar: 
 No se pueden pronunciar ante un Estado que no sea miembro de la OEA 
 Proporcionar abogados para asistir a procesos judiciales o para presentar una petición 
o solicitud de medida cautelar ante la comisión   
 Suministrar ayuda económica o instrumentos de trabajo a las personas  
 Realizar trámites migratorios, otorgamientos de visas o asilos políticos 
En caso que un Estado sea suspendido de participar en la OEA seguirá obligado a garantizar 
los derechos y la Comisión continúa siendo competente para monitorear la situación de los 
derechos humanos en dicho país.     
2.3 Prescripción y caducidad de los mecanismos de protección de los derechos humanos.  
 Cuando el derecho dice que algo prescribe o caduca, se debe tener en cuenta que ambas 
figuras tienen diferencias entre ellas, la primera hace alusión a la adquisición de un derecho o a 
la extinción del derecho y la segunda a la extinción de la acción; en ambos casos por el 
transcurso del tiempo. 
  
Al ordenamiento jurídico le interesa que los derechos subjetivos sean ejercitados, y el hecho 
de no recurrir a ellos durante un determinado periodo, esto para la seguridad jurídica, así como 
de buena fe y según la naturaleza del derecho que se trate, se utiliza alguna de las figuras. 
3 Cómo opera la caducidad del medio de control de la reparación directa tratándose de 
violaciones a los derechos humanos 
En delitos de lesa humanidad no se aplica la figura procesal de la caducidad. 
Cuando se estudia la ocurrencia de hechos constitutivos de un daño antijurídico 
derivado de una conducta de lesa humanidad, es necesario verificar que en la demanda 
se haya afirmado que este ha sido cometido y en él ha participado o se ha producido 
como consecuencia de la acción u omisión de un agente estatal, o directamente del 
Estado, para que pueda considerar que no operó el fenómeno de la caducidad, cuyo 
contenido normativo del artículo 136, numeral 8, del Código Contencioso 
Administrativo encuentra proyección al interpretarlo sistemáticamente con los artículos 
2, 29 y 93 de la Carta Política.  (Santofimio Gamboa, 2013) 
3.1 Diferencia entre caducidad y prescripción  
La prescripción es una institución jurídica de regulación legal, en la cual se adquieren o se 
extinguen derechos, por haberse agotado el término fijado por la ley y no ser ejercicio en el 
transcurso de un periodo de tiempo determinado. 
La Corte Constitucional en la sentencia C-556 de 2001, analizó la prescripción en materia 
disciplinaria, y la definió como un instituto jurídico liberador que opera por tiempo transcurrido 
y la consecuencia de la pérdida de facultad sancionatoria por parte del Estado. El Alto Tribunal 
advirtió: “La prescripción de la acción es un instituto de orden público, por virtud del cual el 
Estado cesa su potestad punitiva por el cumplimiento del término señalado por la ley.” (C-566, 
2001) 
Este fenómeno opera en materia disciplinaria cuando la Administración o la Procuraduría 
General de la Nación dejan vencer el plazo señalado (5 años) sin haber dado conclusión o 
  
levantado el respectivo proceso, el vencimiento de dicho lapso implica para dichas entidades la 
perdida de potestad de imponer sanciones. 
En el Código Civil indica que se extinguen por prescripción los derechos y las acciones de 
cualquier clase específicamente en los derechos subjetivos. 
La caducidad por su lado es otro tipo de límite temporal al ejercicio del derecho subjetivo, de 
manera que de no aplicarse una acción en un tiempo determinado, queda totalmente extinguido: 
La caducidad es una institución jurídico procesal a través de la cual, el 
legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo 
el derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener 
pronta y cumplida justicia. Su fundamento se halla en la necesidad por parte del 
conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del 
tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, 
sino que por el contrario apunta a la protección de un interés general”. 
(Santofimio Gamboa, 2013) 
3.2 Caducidad del medio de control de la reparación directa 
En el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, aplicable para la época de los 
hechos, “la acción de reparación directa caduca al cabo de 2 años a partir del acontecimiento del 
hecho, omisión u operación administrativa o permanente del inmueble de propiedad o por 
cualquier otra causa”. (Código Contencioso Administrativo, 1984) 
El presente proceso se originó en ejercicio de la acción de reparación directa 
consagrada en el artículo 86 del C.C.A, el cual dispone que el interesado podrá 
demandar al Estado la reparación de daño, cuando su causa sea un hecho, una 
omisión, una operación administrativa a la ocupación temporal o permanente de 
un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa” (Acción de 
Reparación directa, 2007) 
Conforme a lo dispuesto en los artículos 88 inciso 2° y 89 CP, desarrollados 
por las leyes 472 de 1998 y 1437 de 2011 … y en contraposición a las acciones 
  
populares, las acciones de grupo o de clase constituyen el conjunto de 
pretensiones que por vía de acción impetra, a través de apoderado y en un solo 
escrito de demanda ante las autoridades judiciales, un numero plural de personas 
determinado por  la ley, unidas bajo el común denominador, o condición 
uniforme, de ser simple y llanamente todas ellas afectas por un daño o daños 
comunes o colectivos.” (Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, 2011) 
3.2.1 Cómo se interrumpe la caducidad del medio de control de reparación directa 
El término de caducidad de la acción o medio de control se suspende a partir de que se 
interpone la solicitud de conciliación extrajudicial, conforme a lo establecido a la ley 640 de 
2001. Según su articulado lo señala, el término de caducidad se suspende: 
 Hasta que se dé el acuerdo conciliatorio  
 Hasta que se registre el acta de conciliación cuando dicho trámite se requiera por 
mandato de la ley  
 Hasta que se venza el término de 3 meses, el cual es el tiempo en que debe 
sustituirse la conciliación, contados a partir de la presentación de la solicitud.  
El término de caducidad queda suspendido cuando existe una solicitud de conciliación, pero 
la suspensión del término caducidad tiene una característica, es que esta solo se da una vez. 
4 Cuál es el límite del deber de reparar en los eventos en que no opere la caducidad de 
la reparación directa 
 
La reparación directa es una acción de naturaleza subjetiva, individual, temporal y 
desistidle, a través de la cual la persona que se crea lesionada o afectada (…) podrá solicitar 
directamente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo que se repare el daño 
causado y se le reconozcan las demás indemnizaciones que correspondan. Se trata de una 
típica acción tendiente a indemnizar a las personas con ocasión de la responsabilidad 
extracontractual en que pudo incurrir el Estado. En el análisis jurídico de la acción de 
reparación directa opera el principio iura novit curia, en la medida que a la persona 
  
interesada no le corresponde presentar las razones jurídicas de sus pretensiones, sino 
simplemente relatar los hechos, omisiones, operación u ocupación, para que el juez 
administrativo se pronuncie con base en el derecho aplicable al caso.  (C-644, 2011) 
 
La jurisprudencia ha señalado que al legislador le corresponde regular en totalidad los 
procedimientos judiciales y administrativos, así que tiene un amplio margen para evaluar y 
definir sus etapas, formas, plazos y términos que han de reconocerse a las personas para el 
ejercicio legítimo de sus derechos ante las autoridades públicas (Angel Yaguez, 1993). 
Dicha cláusula, al desarrollarse por medio de la acción de reparación directa 86 Dcto. 
01 de 1984 y 140 ley 1437 de 2011, nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, CPACA), permite que la persona que se crea lesionada o 
afectada por un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación 
temporal o permanente de un inmueble por hechos derivados de trabajos u obras públicas, 
o por cualquier otro hecho, que le hubiere ocasionado un daño antijurídico, promueva su 
imputación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, bien sea una entidad 
pública estatal o a un particular que ejerza funciones públicas en los términos de la 
Constitución Política lo que hubiera obrado siguiendo expresa instrucción de la misma);  
tal manera que, demostrados los dos elementos anteriores al daño antijurídico e 
imputación), se ordene reparar integralmente (resarcimiento) reparación que no se reduce 
a la compensación económica (indemnización), sino que puede ser cumplida también con 
la reparación in natura, o con medidas de satisfacción. (Rodríguez, 2010, págs. 553-554)  
4.1 Reparación integral  
La reparación integral es un deber del Estado, por ende es un derecho a las víctimas de 
hechos de violencia, desaparición forzada, ejecuciones extrajudiciales, masacres, violaciones a 
las garantías del debido proceso.  
Así mismo debemos entender como víctima o víctimas a las personas que hayan sufrido 
daños, lesiones físicas o mentales, daños emocionales, perdida de los derechos fundamentales.  
  
La Reparación Integral es un deber del Estado y es un derecho de las victimas 
afectadas por las infracciones al Derecho Internacional Humanitario y/ las 
violaciones graves y manifiestas a los Derechos Humanos, ocurridas con ocasión 
del conflicto armado interno, que han sufrido daños severos en sus vidas, su 
integridad, su patrimonio, sus proyectos de vida personales, familiares y laborales. 
(Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2013) 
La responsabilidad del Estado es restituir los derechos vulnerados a las víctimas de 
violencia; esta comprende diversas acciones las cuales se promueve la restitución, 
indemnización, rehabilitación, y la garantía de no repetir las conductas criminales y garantizar a 
los otros ciudadanos que estos mismos derechos no se les violen a ellos. 
Además, el derecho a la reparación integral, en el marco del Sistema Interamericano de 
derechos Humanos se constituye a partir de los tratados internacionales, y Colombia como 
Estado de la OEA, debe implementarlos en su legislación nacional.  
Existen varias formas de reparación: Reparación individual, Reparación colectiva, 
Reparación simbólica y Reparación Material. 
La reparación individual se produce cuando una persona acude ante un juez, y que este 
condene al responsable del crimen y lo obligue a indemnizar a la víctima, la idea es tomar 
medidas que remedien el daño individual causado. 
La reparación colectiva está orientada a la reconstrucción psicosocial de la población o 
poblaciones afectadas por la violencia. 
La reparación simbólica es hecha para la preservación de la memoria histórica, que no se 
repita los hechos, la aceptación publica de cada uno de los hechos, perdón público y restablecer 
la dignidad de las víctimas. 
La reparación material es comprendida por todos los actos de indemnización relacionados 
con dinero, bienes, terrenos, etc.  
  
Cada una de estas debe ofrecer las garantías de no repetición de cada uno de los hechos, que 
puedan reparar sus proyectos de vida, generar garantías de estabilidad de sus derechos para su 
desarrollo sociocultural, económico, y psicológico. 
Ahora, existen diferencias entre la reparación de daños colectivos y reparación de daños 
individuales, en la primera se repara a todo el conjunto de personas que fueron afectadas, por lo 
general estas se reparan con apoyo psicosocial para la población. Ayudan a la preservación de 
la memoria historia donde se dé a nivel público la reparación a este grupo afectado, entre otras 
soluciones; mientras que al reparar daños individuales se da una indemnización personalizada, 
según el tipo de crimen cometido hacia él.  
Todas estas medidas se hacen para poder proveer una verdadera reconciliación, para la 
convivencia pacífica y la democracia del determinado país, brindar una integridad de derechos 
y dejar de lado la ausencia de protección de los derechos,   
La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación y otras instituciones del Estado que 
participan en el marco jurídico, deben con urgencia apelar a criterios éticos para evitar mayores 
víctimas y victimizaciones de las personas o conjunto de personas afectadas por paramilitares, 
guerrilla, o agentes del Estado o grupo de personas que sigan delinquiendo. 
Se trata de un régimen cuyo objeto es el de alcanzar la reparación integral de 
los daños antijurídicos ocasionados a los administradores y cuya responsabilidad 
cabe atribuirla e imputarla al Estado, en razón de las actividades anteriormente 
indicadas, que excluyen de entrada el acto administrativo  como objeto de debate 
jurídico, sin perjuicio de que a partir de una acto administrativo revestidos del 
principio de legalidad se puede producir, como consecuencia de su aplicación o 
ejecución, un daño antijurídico.  (Sevilla Cortes, 2011) 
4.2 Que comprende la reparación integral 
 La reparación integral comprende un conjunto amplio de medidas reconocidas como 
indispensables para lograr un goce efectivo de derechos que se implementan, teniendo en 
cuenta las necesidades reales de las víctimas, La ley prevé que la reparación integral 
  
incluye compensar económicamente a la víctima a través de una indemnización 
administrativa; sin embargo, la reparación, pretende abarcar la integralidad del daño 
producido en el ámbito material,  emocional, social y cultural de las víctimas a través de 
las siguiente medidas. (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
2013) 
 Medidas de satisfacción 
 Rehabilitación 
 Restitución 
 Garantías de no repetición 
 Indemnización administrativa 
El Estado Colombiano está obligado a reparar integralmente a las víctimas de violencia 
sociopolítica y restituir los derechos vulnerados a las víctimas; así mismo dar garantías de no 
repetición de cada uno de estos hechos, se deben garantizar a los ciudadanos de manera ordinaria 
medidas políticas focalizadas en la salud, educación, vivienda, asistencia humanitaria en caso de 
desastres naturales, para evitar vulneraciones de los mismos. 
Por tanto, en su concepción el régimen de responsabilidad exige tener en 
cuenta tres elementos básicos: 1) el daño antijurídico (De Cupis, 1975),  el juicio 
de imputación, y 3) la reparación. Tales elementos son el mínimum, el sustrato 
básico y esencial para encaminarse en la consideración de la responsabilidad 
(Garrido Falla, 2010). 
4.3 Reparación en el plano nacional e internacional  
 Las víctimas de conflicto armado en Colombia, tienen derecho a la reparación integral 
individual, según la Ley 1448 de 2011 la cual dicta medidas de atención, asistencia y reparación 
integral a las víctimas del conflicto armado interno; medidas judiciales, administrativas, sociales 
y económicas, sean individuales o colectivas, en la cual se otorga beneficios a las víctimas, para 
hacer efectivo los derechos a la reparación por violación a las normas internacionales de 
Derechos Humanos. 
  
El artículo 149 del Decreto 4800 de 2011 es uno de los instrumentos que integran el modelo 
nacional de justicia transicional, esta ley estableció mecanismos y herramientas para brindar 
asistencia, atención, y reparación a las víctimas del conflicto armado, mediante la 
implementación de un programa masivo  de reparaciones que surge como completo 
indispensable a la reparación de las víctimas,“ la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
creado una verdadera doctrina en materia preparatoria sobre reparaciones que va mucho más allá 
de la simple reiteración de las medidas indemnizándolas tradicionales” (Rousset Siri, 2011, pág. 
60) 
La reparación integral en el marco del Sistema Interamericano de Derechos humanos, está 
construida por medio de los tratados internacionales, da garantías a la protección de los Derechos 
Humanos como lo hace la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.  
La indemnización debe ser de forma apropiada y proporcional a la gravedad de cada una de 
las violaciones de los derechos y los sucesos de cada uno de los casos, adicional contemplar los 
perjuicios económicos que se puedan evaluar. 
Consecuencia de violaciones manifestadas de las normas internacionales de 
derechos humanos o violaciones graves del Derecho Internacional Humanitario, 
tales como los siguientes: A) El daño físico o mental. B) La pérdida de 
oportunidades, en particular las de empleo, educación, y prestaciones sociales. C) 
Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluidos el lucro cesante. D) Los 
perjuicios morales. E) Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, 
medicamentos y servicios médicos, servicios psicológicos y sociales. (Noguera 
Sánchez H. A., 2010) 
Así mismo debe existir rehabilitación, esta debe incluir los gastos médicos y de psicología que 
ellos tuvieron, tomar medidas de cesación de violaciones a estos derechos, ofrecer seguridad a la 
o las víctimas y sus familiares, en casos como el del palacio, la búsqueda de las personas 
desaparecidas o identificar que no estén secuestrados, o la identificación de los cadáveres con sus 
respectivas causas de muerte y permitir en este último que su familia decida sobre cómo se dará 
  
sus exequias fúnebres, restablecer la dignidad de las víctimas, disculpa pública, garantías de no 
repetición de estos sucesos y si estos casos pueden vulnerar a otras personas de la población, 
establecer una revisión y reforma de leyes que contribuyan a la no violación de estas, deben 
existir mecanismos destinados a vigilar los conflictos sociales. 
Aprobada mediante la resolución 5683/2001 por la Asamblea General con base 
en el informe de la Sexta Comisión de Derecho Internacional, presentándose un 
proyecto de artículos sobre la responsabilidad internacional sobre hechos ilícitos. 
Constituye un instrumento en el que por primera vez y de manera histórica se 
acepta la responsabilidad de los Estados por hechos ilícitos, aplicándose en todas 
las aéreas del Derecho y en nuestro caso, en temas de responsabilidad estatal.”. 
(Noguera Sánchez H. A., 2010) 
 
La Comisión Interamericana de Derechos en febrero 19 de 2008 especifica los 
lineamientos de reparaciones en su “Pronunciamiento sobre la aplicación y el alcance 
de la ley de justicia y paz en la República de Colombia” y el “Informe sobre la 
implementación de la ley de justicia y paz”. 
De tal resolución es importante señalar que la CIDH determina los criterios 
mínimos que debe tener el Estado Colombiano en particular, para determinar una 
política general de reparaciones; tales estándares internacionales, además de que 
deben ser incorporados a la normatividad en lo interno, deben ser apropiados por 
los operadores judiciales que en ultimas materializan la reparación a favor de las 
víctimas. (Noguera Sánchez, 2010, pág. 105) 
Cada tratado internacional que habla sobre proteccion de derechos humanos, en Colombia se 
han incluido en la Constitucion Politica, y este mismo inicia con el Pacto de San  Jose en el año 
de 1969. 
A lo largo de cada proceso y sentencia de cada caso de vulneracion y violacion de derechos se 
han hecho modificaciones a las leyes. 
  
El Sistema Interamericano Derechos Humanos, dice que el concepto de víctima 
comprende a víctimas directas, como lo son personas cercanas afectadas por los 
hechos ya que en la mayoría de estos casos existen hechos derivados que hace que 
existan violaciones adicionales a los propiciados a la víctima directa, esto hace que 
se convierta en muchos casos en víctimas colectivas, y en casos más complejos como 
lo son masacres o desplazamientos, la Corte amplió este parámetro y reconoce 
reparación a quienes se identifican posteriormente (Caso de la Masacre de Mapiripán 
v. Colombia, (fondo),, 2005). 
Las medidas de satisfacción y garantías de no repetición de hechos tienen como 
objetivo en restablecer la dignidad de las víctimas y generarles a cada una de ellas una 
seria de condiciones para evitar en un futuro nuevamente las violaciones a estos 
derechos humanos anteriormente vulnerados, y evitar a cualquier costa la repetición, 
evitar impunidades, y no amnistía. 
Muchas veces, y dependiendo de los derechos vulnerados, existen los lucros cesantes 
que son ingresos que las victimas dejaron de percibir por el tiempo en el que se 
vulneraron los derechos. 
4.4 Falla del servicio en el caso del Holocausto del Palacio de Justicia 
(…) la responsabilidad por falla ha de considerarse como actuación irregular de la 
administración, es decir, reprochable no solo social, si no jurídicamente, es preciso 
afirmar, que debemos identificarla con la culpabilidad, por cuanto en esta se evidencian 
las formas de actuación irregular de la administración a que se hecho referencia.  
(…) Cuando se hace referencia a la responsabilidad por falla, es necesario probar la 
actuación irregular de la entidad pública… La jurisprudencia del Consejo de Estado 
desde sus inicios, ha sido clara en contemplar las formas de falla del servicio, a partir de 
los criterios tradicionales de responsabilidad subjetiva (…) (Guecha Medina, 2012, pág. 
98) 
  
 La falla del servicio desde 1939, generando contradicciones y polémicas que fueron 
superadas sólo hasta 1964, con la expedición del Decreto ley 528, mediante el cual se atribuyó a 
la jurisdicción contencioso administrativa  la competencia sobre la responsabilidad estatal  
Desde 1943 empieza (el Consejo de Estado) el perfeccionamiento de esa doctrina 
y en 1947, mediante sentencia del 29 de julio con ponencia del Dr.  Gustavo 
Valbuena, hace su primer pronunciamiento dentro del ámbito demarcado por la Ley 
167 de 1941. Sin necesidad de acudir a las normas contenidas en el C. Civil para 
regular las relaciones entre los particulares (…) el Consejo examinó el fenómeno de 
la responsabilidad extracontractual del Estado y encontró en el derecho Público el 
fundamento esencial e incuestionable para afirmar la procedencia de las acciones 
indemnizatorias por falta o falla en el servicio.  (Góngora Mera & Franco Rodríguez, 
2001, pág. 94) 
En 1976, en sentencia de 28 de octubre, el Consejo de Estado unifica la jurisprudencia 
coexistente sobre el problema jurídico y concluye que “la Falla en el servicio puede derivarse de 
actos, omisiones, hechos, u operaciones administrativas y el Estado se hace responsable por el 
daño que ella cause”.  
El Consejo de Estado reconoce a la responsabilidad por el daño especial: 
Responde el Estado, a pesar de legalidad total de su actuación de manera 
excepcional y por equidad, cuando al obrar de tal modo en beneficio de la 
comunidad, por razón de las circunstancias de hecho en que tal actividad se 
desarrolla, causa al administrado un daño especial , anormal, considerable, 
superior al que normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial 
naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiéndose así la igualdad 
de los mismos frente a las cargas públicas,  o a la equidad que debe reinar ante los 
sacrificios que importa para los administrados la existencia del Estado”. (Gil 
Botero, 2013) 
Como bien es sabido, la falla en el servicio corresponde al régimen de 
responsabilidad subjetiva, donde predomina la culpa de la administración por 
  
extralimitación de funciones, retardo en el cumplimiento de obligaciones, 
obligaciones cumplidas de forma tardía o defectuosa, o defectuosa, o por el 
incumplimiento de obligaciones a cargo del Estado. (Ruiz Orejuela) 
4.5 La responsabilidad del Estado en el caso del Palacio de Justicia 
La responsabilidad integral es el fundamento principal para declarar el termino de 
responsabilidad estatal; este no es solo limitarse a la indemnización pecuniaria, si no a todas las 
medidas que fueron dañadas en estos actos de terrorismo, restaurar sus vidas a nivel social, 
psicológico, garantizar que no vuelva a suceder ese tipo de falla u omisión por parte del Estado,  
que no se incurra en ninguno de esos hechos nuevamente; todo este principio se consagra en el 
artículo 16 de la ley 446 de 1998: 
Valoración de los daños dentro de cualquier proceso que se surta ante la 
administración de justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a 
las, cosas atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará 
los criterios técnicos actuales. (Ley 446 de 1998) 
La jurisprudencia constitucional señala que la reparación según el derecho internacional 
presenta una dimensión individual y otra colectiva, en este orden de ideas la primera abarca los 
daños sufridos por la víctima, estos son de forma directa, y tienen medidas individuales de 
indemnización de daños, garantías de no repetición; a nivel colectivo las medidas son de 
satisfacción general, así mismo restaurar los derechos violados a nivel colectivo, y por lo general 
se toman medidas simbólicas y de conocimiento público. Todos contemplados en artículo 16 de 
la Ley 446, todo daño antijurídico debe ser reparado integralmente, por protección de honra, vida 
y bienes de los colombianos, pues este es el fin del Estado Colombiano:  
En la responsabilidad extracontractual colombiana no se reconoce aún el deber 
de las víctimas de minimizar los daños que sufrieron. Sin embargo, existen 
instituciones civiles y constitucionales que podrían llegar a tener relación con 
dicho deber y a partir de las cuales podría derivarse su existencia; particularmente 
las nociones de buena fe y daño directo. (Gamboa Mahecha, 2014, pág. 3) 
  
En la visión humanística del constitucionalismo contemporáneo, no hay duda 
que en la construcción del régimen de responsabilidad la posición de la víctima 
(…) adquirió una renovada relevancia, sin que pueda afirmar que desde la nueva 
carta constitucional el régimen se orienta hacia una responsabilidad objetiva, sino 
a la afirmación del principio de la eficacia de la Administración Pública 
(materialización del principio de optimización. (C-620, 2011) 
4.6 Elementos de la responsabilidad por falla del servicio. 
En materia de responsabilidad extracontractual de las personas públicas, el Consejo de Estado 
ha acogido la teoría de la responsabilidad directa por “Falla en el servicio”, fundándose para ello 
en el principio de todo perjuicio emanado del Estado debe ser reparado, ya que constituye una 
violación a la igualdad de los ciudadanos delante de las cargas públicas.  
Para que pueda condenarse a una entidad pública en esta clase de perjuicios se requiere la 
demostración de los siguientes presupuestos: 
 Existencia del hecho o falla del servicio 
 Dolo o perjuicio sufrido por el actor 
 Relación de causalidad entre el primero y el segundo, o dicho de otra manera, que el 
perjuicio sea una consecuencia cierta e inevitable del hecho imputado a la 
administración”  
 “La falla en el servicio puede ocasionarse por actos administrativos, hechos, 
operaciones o simples omisiones. Estos a su vez pueden ocurrir en funcionarios de la 
rama ejecutiva, legislativa o judicial” 
 Según Jéze; “acto administrativo es una declaración de voluntad de gobernantes, 
agentes públicos o simples particulares, en ejercicio de un poder legal y con el objeto 
de producir efectos en derecho” 
 El hecho es voluntario el acto no, el hecho buscando una finalidad de servicio público 
lesionan, sin pretenderlo. 
En esta acción la consagra nuestro Código Contencioso Administrativo en el artículo 
67 “La persona que se crea lesionada en un derecho suyo establecido por una norma de 
  
carácter civil o administrativo, podrá pedir que además de la anulación del acto se le 
restablezca su derecho”. (Franco, 1982) 
En cambio, cuando el daño o la violación, proviene de un hecho, de una operación o de una 
vía de hecho, la acción correspondiente es la acción de indemnización de perjuicios, consagrada 
en el artículo 68:  
También puede pedirse el restablecimiento del derecho cuando la causa de la violación es un 
hecho o una operación administrativa, en este caso no será necesario ejercitar la acción de 
nulidad, sino demandar directamente de la administración las indemnizaciones o prestaciones. 
El artículo es un tanto incompleto porque deja sin mencionar la omisión y las 
vías de hecho abuso y usurpación del poder que lógicamente, son elementos 
aptos para producir daños y perjuicios. Por fortuna, el decreto 528 de 1964, en su 
artículo 30, habla “de la responsabilidad de la administración o de los 
establecimientos públicos descentralizados del orden nacional, por sus 
actuaciones, omisiones, hechos, operaciones y vías de hecho…” (Franco, 1982, 
pág. 22) 
Daño mayor contra equidad asociado afecta a la persona de manera injusta y desigual: 
No hay daño en todas las cargas y las imposiciones que afectan al individuo 
según ciertos planes generales de la comunidad: tales son los impuestos, los 
servicios forzosos y las cargas públicas, en esos casos el daño conservar el 
carácter de general y de igual que basta para ponerlo de acuerdo con la igualdad 
y la equidad. (Franco, 1982, pág. 22) 
Nexo de causalidad entre la falla y el perjuicio: 
Debe haber una necesaria relación de causalidad entre la falla o la falta del servicio y el 
daño que ha ocurrido. Si este nexo de causalidad, especialmente cuando el daño pudo ser 
promovido por un agente externo a esta relación, como es el caso fortuito o la fuerza 
mayor, hecho de un tercero o culpa de la víctima, se diluye a la responsabilidad 
  
administrativa. “Esa relación debe ser dictada, en el sentido que, de no haberse 
presentado la falla en el servicio, o haberse efectuado en el tiempo requerido, el daño no 
se hubiera producido”. (Franco, 1982, pág. 22) 
En el fallo emitido por el Consejo de Estado, cuyo ponente fue el magistrado Doctor Carlos 
Porto carrero Mutis; lo citamos porque consideramos que concreta las ideas expuestas en el 
capítulo visto y abre el camino para las que estudiaremos en el próximo, especialmente en cuanto 
a la falla del servicio público. En la providencia citada, después de haber expuesto los requisitos 
que configuran la responsabilidad, se dice. 
 “No puede olvidarse que el deber elemental del Estado es el mantenimiento del orden 
público para cuyo cumplimiento tiene en todo momento que estar preparado; y habrá de 
responder por el daño causado a los particulares con motivo u ocasión de actuaciones 
multitudinarias a menos que pruebe haber empleado todos los medios a su alcance para 
evitarlas. (Franco, 1982, pág. 22) 
Es decir, la fuente de responsabilidad no tiene en cuenta, si la acción es 
culposa o no, sino que surge de un acto, un hecho o una omisión, que 
relacionados con una actividad pública, o un servicio público que debe prestarse 
produce un daño, por el simple hecho de no ejercer esa función pública estando 
en el deber de hacerlo. Y a su vez, esta falla se origina por: incumplimiento de la 
ley, por desvió de poder, por abuso de poder o por incumplimiento de las 
formalidades. (Franco, 1982) 
Para que se pueda deducir responsabilidad extracontractual de una entidad pública se requiere 
la demostración de los siguientes presupuestos: 
1. Existencia de la falla o falta en el servicio público. 
2. Daño o perjuicio sufrido por el actor.  
3. Relación de causalidad entre la falta; falla o insuficiencia en la prestación del 





La Corte Interamericana de Derechos Humanos se pronunció respecto de los hechos del 
palacio de justicia donde condeno al Estado Colombiano por el incumplimiento de su deber de 
prevención frente al riesgo en que se encontraban las personas que se encontraban en el Palacio 
de Justicia y por la falta de esclarecimiento judicial de los hechos y por la violación del derecho a 
la integridad personal en perjuicio de los familiares de las víctimas. 
La responsabilidad del Estado surge de un hecho o una omisión, que relacionados con una 
actividad pública, o un servicio público que debe prestarse produce un daño, por el simple hecho 
de no ejercer esa función pública estando en el deber de hacerlo. 
En relación con el artículo 90 de la Constitución Política de Colombiana cuando el Estado 
Colombiano incurra en una falla del servicio por sus omisiones, hechos, u operaciones 
administrativas, tiene el deber de reparar integralmente los daños a las víctimas, como 
efectivamente sucedió en los hechos acaecidos en el Palacio de Justicia y motivo por el cual fue 
condenado por la Corte Interamericana a reparar a las víctimas. 
Una forma de interrumpir caducidad de la acción o medio de control de la reparación directa 
es la solicitud de conciliación extrajudicial, establecida en la ley 640 de 2001.  
Los hechos acaecidos en el Palacio de justicia vistos des de otra temática de la 
responsabilidad estaríamos ante una responsabilidad por actos terroristas, debido al conflicto 
armado presentado en las últimas décadas por el Estado Colombiano. 
El Estado Colombiano ha suscrito y ratificado diferentes convenios y tratados que versan 
sobre derechos humanos los cuales ingresan a nuestro ordenamiento jurídico bajo el concepto de 
bloque de Constitucionalidad contemplado en el artículo 93 de la constitución colombiana y 
adquieren el rango de nivel Constitucional, razón por la cual el Estado Colombiano tendría cierta 
responsabilidad ante organismos internacionales. 
  
El Estado Colombiano frente a la comunidad internacional tiene el deber de cumplir las 
decisiones que los organismos jurisdiccionales dispongan toda vez que este ha suscrito y 
ratificado diferentes tratados sobre la materia estos son la Declaración Americana, la Convención 
Americana y otros tratados Interamericanos.  
La falla del servicio es una responsabilidad subjetiva pero cuando pasa al ámbito internacional 
la Corte Interamericana aplica el régimen objetivo de responsabilidad por que el Estado parte no 
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